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TOCA CIVIL NÚMERO 26/2026.

EXPEDIENTE NUM: ********.

JUICIO  ORDINARIO  CIVIL  DE CUMPLIMIENTO
DE CONTRATO.

ACTOR: **** ********* ********.

DEMANDADO:  ******* ***** ********** ** ** ********
******** ******* ** ******* ******** * ***** ***** ******. 

MAGISTRADO  TITULAR:  FABIÁN  AZAEL
GAMBOA SONG.

QUINTA  SALA  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.  Cancún,
Quintana Roo, a veintiséis de marzo del año dos mil veintiséis. 

VISTO: Para resolver el Toca Civil cuyos datos se citan al rubro, formado con motivo del
Recurso de Apelación interpuesto por  **** ********* ********, en contra de la determinación
contenida en el  **** ** ***** ********* ** ******* *** *** *** *** ***********, dictado por el Juez
Segundo Civil de Primera Instancia del del Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, en el
juicio ordinario civil de cumplimiento de contrato, promovido por el actor **** ********* ********,
en contra de la parte demandada ******* ***** ********** ** ** ******** ******** ******* ** *******
******** * ***** ***** ******, y:

R E S U L T A N D O:

1. Que la determinación en esta vía impugnada es la siguiente:

“…Finalmente,  y  tomando  en  consideración  las  manifestaciones  vertidas  por  el
promovente en el escrito de cuenta, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
296 doscientos noventa y seis en relación con el diverso 80 ochenta del Código de
Procedimientos Civiles pare el Estado, dígase al promovente que no ha lugar a admitir
la  PRUEBA  SUPERVINIENTE,  (sic)  en  virtud  que  el  presente  expediente,  se
encuentra citado para dictar la Sentencia Definitiva que en derecho corresponde, acto
procesal que tiene como efecto,  entre otros, suspender el impulso procesal de las
partes, sujetar al juzgador a dictarla dentro del plazo señalado por la ley, e impedir que
el juzgador resuelva cuestiones incidentales, en este contexto, resulta inconcuso que
de acceder a la admisión de la prueba superveniente que ofrece, causaría un perjuicio
procesal  a  las partes,  y  violentaría  el  principio  de justicia  pronta  y  expedita,  pues
traería  como  consecuencia,  que  el  juzgador  tuviera  que  resolver  dichas  pruebas
supervenientes,  desacatando  el  término  establecido  por  la  ley  para  dictar  la
correspondiente Sentencia Definitiva; sirve de sustento a lo anterior, la Tesis Aislada
Civil  número  2001592,  de  los  Tribunales  Colegiados  de  Circuito,  que  a  la  letra
establece: "...  CITACIÓN PARA SENTENCIA. SI EN ESTE ESTADIO PROCESAL
SE  DICTA  ALGUNA  RESOLUCIÓN  JUDICIAL  QUE  AFECTE  LOS  DERECHOS
ADJETIVOS  DE  LAS  PARTES,  ÉSTAS  DEBEN  AGOTAR  EL  PRINCIPIO  DE
DEFINITIVIDAD,  PREVIAMENTE  A  PROMOVER  EL  JUICIO  DE  GARANTÍAS
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 516 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA
EL ESTADO DE COAHUILA).  Una interpretación sistemática del  referido numeral,
relativa a los efectos que produce dentro del juicio, el que se cite a las partes para que
se dicte sentencia, permite establecer que éstos son: a) suspender el impulso procesal
de las partes,  hasta  que  se pronuncie  sentencia;  b)  sujetar  al  juzgador  a  dictarla
dentro del plazo señalado por la ley; y, c) impedir que se resuelva sobre recusaciones
u otras cuestiones incidentales, salvo el caso en que durante este lapso se designe
nuevo  titular  (artículo 214 ibídem).  Lo  anterior  no  significa  la  imposibilidad  jurídico
procesal de impugnar, a través del recurso ordinario procedente, cualquier resolución
que se pronuncie con posterioridad a la citación para sentencia y previamente a su
dictado, que pueda causar perjuicio a alguna de las partes, pues si bien es cierto que
el indicado artículo 516 prevé la suspensión del impulso procesal, también lo es que
ésta difiere de la contemplada por los diversos numerales 308 y 309 del propio código
adjetivo que se refieren a los casos específicos en los cuales no puede realizarse
ningún acto procesal, so pena de considerarlo nulo de pleno derecho. Por tanto, si en
la hipótesis del artículo 516 se dicta alguna resolución judicial que afecte los derechos
adjetivos  o  procesales  de  las  partes,  éstas  se  encuentran  obligadas a  agotar  los
recursos o medios de defensa ordinarios procedentes para impugnar, previamente al
ejercicio  de  la  acción  constitucional,  en  observancia  del  principio  de  definitividad,
inclusive, cuando ello acontezca en la segunda instancia, supuesto en el que debe
observarse el artículo 861 del citado código que establece la procedencia del recurso
de  reconsideración  contra  los  autos  o  decretos  de  mero  trámite…”.  Queda  a
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disposición del  promovente,  los documentos exhibidos en la secretaría de este  H.
Juzgado. …” 

2. Inconforme  con  la  determinación  anterior,  la  parte  actora  interpuso  el  recurso  de
apelación, mismo que previa su substanciación legal se dejó en estado de dictar sentencia,
la que ahora se pronuncia de acuerdo a los siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO.- COMPETENCIA

Esta Autoridad es competente para conocer el presente asunto, en términos de los artículos
98  y  99  de  la  Constitución  Política  del  Estado  Libre  y  Soberano  de  Quintana  Roo,
reformados mediante Decreto número 133; Decreto por el cual se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado libre y Soberano de
Quintana Roo, mediante declaratoria 001 de la Honorable XVIII Legislatura del Estado de
Quintana Roo, publicada en el Periódico Oficial del Estado el trece de enero del año dos mil
veinticinco, en su número 4 extraordinario, Tomo I, de la Décima Época. Artículos 2 y 11 de
la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  del  Estado  de  Quintana  Roo,  reformados  mediante
Decreto número 123. Acuerdos  TSJQROO/12/2025 y TSJQROO/15/2025, por los que se
reorganizan las Salas del  Tribunal Superior  de Justicia  del  Estado y se adscriben a las
personas magistradas, aprobado por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de
Quintana Roo, el primero de septiembre de dos mil veinticinco, y el segundo de fecha
cuatro de noviembre del año dos mil veinticinco.  

SEGUNDO.- EXPRESION DE AGRAVIOS

1.-  La  parte  recurrente  dentro  del  término  de  ley,  expresó  como  agravios  los  que  se
contienen  en  su  escrito  respectivo,  el  que  no  se  transcriben  y  serán  tomados  en
consideración con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare
perjuicio  alguno  al  apelante  en  los  términos  de  la  Tesis  Jurisprudencial,  bajo  el  rubro:
“AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS MISMOS, EN LA SENTENCIA. NO
CONSTITUYE  VIOLACIÓN  DE  GARANTÍAS.  OCTAVO  TRIBUNAL  COLEGIADO  EN
MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.” FUENTE: Semanario Judicial de la Federación,
Octava Época, Tomo XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 

2.- En síntesis, se manifiesta lo siguiente:

PRIMERO.- Que el A quo transgrede lo dispuesto por el artículo 962 Sexties del Código de
Procedimientos Civiles del Estado, porque el actor manifestó que  bajo protesta de decir
verdad que no tenía manera de saber dónde se encontraba el documento original, por
la circunstancia denunciada de  mala praxis del abogado anteriormente contratado, quien
llevó de manera negligente el manejo del expediente y documentos originales, siendo hasta
fecha  reciente  que  se  contrató  un  nuevo  abogado  para  rastrear  los  juicios  activos
promovidos,  descubriendo  así  que  el  documento  original  del  archivo  de  diverso
tribunal dentro del mismo distrito judicial.

SEGUNDO.-  Que es  incorrecto la interpretación del juez, respecto de los efectos de la
citación  de  sentencia  definitiva,  donde se  señala  que  tiene  como efecto  “suspender  el
impulso procesal de las partes”, lo que se estima incorrecto es suspender la obligación de
impulso  procesal  para  efecto  de  determinar  la  caducidad  de  la  instancia,  pero  no  la
imposibilidad de las partes de promover lo que a su derecho convenga, ya que la prueba
superveniente puede admitirse hasta antes del Dictado de Sentencia definitiva como en el
caso. Lo que apoya con la tesis con registro digital número 365080, de rubro: “CITACIÓN
PARA  SENTENCIA”1.  Asimismo  agrega  que  el  diverso  artículo  271  del  Código  de
Procedimientos  Civiles  del  Estado establece  que  las  excepciones  supervenientes,  se
substanciarán  incidentalmente,  y  su  resolución  se  reserva  para  la  sentencia  definitiva,
estimando  que  puede  considerarse  análoga  a  la  prueba  documental  superveniente,
pudiendo resolverlo el juez en la sentencia definitiva; y si se toma en cuenta la forma de
recibir las pruebas supervenientes, lo procedente era dar pauta a la parte contraria para
que  manifieste  lo  que  a  su  derecho  corresponde,  y  reservarse  su  resolución  en  la
definitiva, debido a que en el caso se trata de una documental que ya fue desahogada, no

1
 CITACION PARA SENTENCIA. Una vez que se dicta el auto de citación para sentencia, las partes no tienen ya obligación de cumplir, propiamente hablando,

pues no tienen que promover la práctica de diligencias ni la concesión de términos; y si bien el juicio termina con la sentencia, deben distinguirse en él dos

periodos: uno, en que no puede practicarse diligencia alguna, sin petición de parte legítima, y otro, a partir de la citación para sentencia, que exclusivamente

queda encomendado a las funciones del Juez, y sería injusto aplicar a las partes,  sanción alguna, basándose en morosidad del juzgador;  sin que pueda

objetarse que el cambio de personal del juzgado, habido con posterioridad a la citación, debe hacerse saber personalmente a las partes, pues que al Juez

incumbe practicar tal diligencia, y si dicta sentencia sin ese requisito, incurre en responsabilidad; tampoco puede objetarse que las partes tienen derecho para

recusar  al  Juez  o  pedir  una  excitativa  de  justicia  en  su  contra,  pues  el  que  tengan  tal  derecho  no  significa  que  estén  obligados  a  hacerlo.  Registro

digital: 365080,  Instancia: Tercera  Sala,  Quinta  Época,  Materia(s): Civil,  Fuente: Semanario  Judicial  de  la  Federación.,  Tomo  XXVII,  página  2388,

Tipo: Aislada.
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fue objetada y no requiere preparación especial, es decir, no se requiere más que dar vista a
la contraria y resolver lo conducente en la sentencia definitiva.
TERCERO.- En relación a lo determinado por el A quo, que el atender la solicitud de la parte
actora  violaría el principio de justicia pronta y expedita, y como consecuencia resolver
las pruebas supervenientes, desacatando el plazo previsto en la ley para dictar la sentencia
correspondiente, se aduce que el juez tiene el plazo de 15 días que establece el artículo 80
del Código de Procedimientos Civiles del Estado, pero que  más allá de la obligación de
cumplir con el plazo, se considera que la obligación de impartir justicia es superior a la
obligación de cumplir estadísticas ya que la finalidad es impartir justicia, resolver el conflicto
entre las partes, y el alcance de la verdad material. Apoya su argumento con la tesis con
registro  digital  número  186880  de  rubro:  “PRUEBA  DOCUMENTAL  SUPERVENIENTE.
ALCANCE DEL ARTÍCULO 99 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL
DISTRITO FEDERAL”, del cual infiere que las pruebas supervenientes son el instrumento
creado para la composición del conflicto en su aspecto sustancial, por lo que las normas
procesales no pueden constituir una barrera formal infranqueable que venga a impedir el
cumplimiento del  fin  que persigue el  proceso judicial,  en el  sentido que la  recepción de
documentos, tiende notoriamente a la asunción de mayores elementos para la solución del
conflicto con apego a derecho.

CUARTO.- Indica que se vulnera la tutela judicial  efectiva,  reconocida en la Convención
sobre los Derechos Humanos, puesto que con la documental exhibida se asegura que el
sistema pueda considerar la  verdad material de los hechos, incluso si las circunstancias
cambian o se revelan después de iniciado el procedimiento, fundamental para las partes,
además  el código permite que se ofrezcan pruebas supervenientes hasta antes del
dictado de la sentencia, lo que permite adaptar el procedimiento para aportar evidencias
y lograr justicia. Aunado a que,  al no admitir la prueba exhibida, la cual  constituye la
base de la acción, la resolución no podrá entrar al fondo del asunto, por un requisito
procesal, más aún que la documental no fue objetada, y las partes en el desahogo de las
confesionales y  testimoniales,  verificaron la  existencia  de este  documento,  así  como las
obligaciones ahí contenidas, es decir, lo que se pretende es que se estudie el asunto y se
resuelva el fondo del conflicto. Apoya lo anterior con la tesis con registro digital  número
2023741, de rubro:  “DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR
BENEFICIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17,
TERCER PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL,  TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y
AQUELLAS  CON  FUNCIONES  MATERIALMENTE  JURISDICCIONALES  DEBEN
PRIVILEGIAR  LA  SOLUCIÓN  DEL  CONFLICTO  SOBRE  LOS  FORMALISMOS
PROCEDIMENTALES,  SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE
LAS PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017).”     

TERCERO.- PRONUNCIAMIENTO

Del  análisis  de  las  constancias  de  autos  a  los  cuales  se  le  otorga  valor  probatorio  en
términos del artículo 406 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, se advierte que la
parte recurrente pretende ofrecer pruebas supervenientes consistente en un ******** ** *****
**  ******** y  copia  simple,  cuando  el  juez  ya  dictó  auto  que  cita  a  las  partes  para  oír
sentencia.

Ahora bien, a efecto de abordar el  primer agravio, relativo a la presunta transgresión del
artículo 962 Sexties del Código de Procedimientos Civiles del Estado2 por parte del A quo
que  refiere  el  apelante,  esta  Sala  estima  que  resulta  infundado,  debido  a  que  la
disposición normativa citada es aplicable de manera especial al procedimiento oral, lo
que  no  acontece  en  el  asunto,  por  ventilarse  en  la  vía  ordinaria  civil,  por  tanto, no se
actualiza el perjuicio aludido. 

Por cuanto a las manifestaciones relativas al desconocimiento del lugar donde se encontraba
el  documento  original,  por  la  circunstancia  denunciada  de  mala  praxis  del  abogado
anteriormente  contratado,  quien  llevó  de  manera  negligente  el  manejo  del  expediente  y
documentos  originales,  según  relata  el  recurrente;  es  una  circunstancia  distinta  de  los

2
 Artículo 962 Sexties.- Después de la demanda y contestación, reconvención y contestación a la reconvención en su caso, no se admitirán al actor ni al

demandado, respectivamente, otros documentos que los que se hallen en alguno de los casos siguientes: I. Ser de fecha posterior a dichos escritos; II. Los

anteriores respecto de los cuales, protestando decir verdad, asevere la parte que los presente no haber tenido antes conocimiento de su existencia, y III. Los

que no hayan sido posible adquirir con anterioridad por causas que no sean imputables a la parte interesada. Cuando alguna de las partes tenga conocimiento

de una prueba documental superveniente, deberá ofrecerla dentro de los tres días siguientes a la fecha en que tuviere conocimiento de la misma, siempre y

cuando no se haya llevado a  cabo la  Audiencia  de Juicio y el  Juez Oral,  oyendo previamente a la parte  contraria  en la  misma audiencia,  resolverá  lo

conducente.
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hechos planteados en la demanda,  en realidad, el recurrente ha perdido su derecho3

para ofrecer pruebas supervenientes como más adelante se analizará.
Seguidamente y en respuesta a los agravios segundo, tercero y cuarto, que se estudian de
manera conjunta, por tener íntima relación al manifestarse en su conjunto la posibilidad de
admitir la prueba citada con base al artículo 271 del Código de Procedimientos Civiles del
Estado, y las tesis con registros digitales números 365080 y 186880, respectivamente; estos,
devienen infundados, por lo siguiente:

El juez  sostiene que no ha lugar a admitir  la  prueba, en virtud de que el  expediente se
encuentra  citado  para  dictar  sentencia,  el  cual  tiene  como efecto  suspender  el  impulso
procesal  de  las  partes,  con  fundamento  en  los  artículos  80  y  296  del  Código  de
Procedimientos Civiles del Estado4. 

Lo que a juicio de esta Sala es correcto.

Cabe precisar que el procedimiento se compone de la demanda, contestación, reconvención
y contestación a las mismas, el periodo de pruebas, desahogo de pruebas, conclusiones,
citación a sentencia (cierre de instrucción). 

De tales etapas procesales, en su parte última motivo de análisis, los artículos 387, 388 y
394 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, establecen que concluida la recepción
de las pruebas, el tribunal procederá a conceder el uso de la voz a las partes para producir
sus  alegatos,  por  sí  o  por  apoderado,  los  alegatos  son  verbales  y  pueden  las  partes
presentar  sus  conclusiones por  escrito,  terminada  la  audiencia,  se  citará  para  oír  la
sentencia del plazo de ocho días o quince días como lo señala el numeral 80 del Código
procesal de la materia. Formalidades que se ven desahogadas en autos, según constancias
visibles a fojas 179 reverso, parte final, y 183. 

Asimismo,  la  jurisprudencia con  registro  digital  909835,  ha  establecido  que
la citación para sentencia, es el  acto procesal de orden público por medio del cual, el
órgano jurisdiccional hace saber a las partes, que llegó a su fin la intervención de
ellas en la etapa de conocimiento del juicio y sólo habrá que esperar a que el juzgador
resuelva el problema jurídico planteado ante su potestad; y solo en casos eventuales, si aún
existen pruebas pendientes por resolver, la parte oferente estará en posibilidad de llamar
la atención del a quo sobre el desahogo de las mismas; pero si es omisa, se le tendrá por
consentido el referido evento de citación y perdido su derecho a pedir que se subsanen
deficiencias cometidas con anterioridad. En el entendido que el caso eventual del que se
habla  se  refiere  a  las  pruebas  admitidas  y  desahogadas  en  la  etapa  correspondiente
(probatoria).

De  ahí  que  la  actuación  de  las  partes  o  impulso  procesal  de  ambas,  finaliza  con  la
presentación de las conclusiones, quedando a potestad del juez únicamente el dictado de la
sentencia correspondiente. 

3
“PRECLUSIÓN. ES UNA FIGURA JURÍDICA QUE EXTINGUE O CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE REALIZAR UN ACTO.  La preclusión es

uno de los principios que rigen el proceso y se funda en el hecho de que las diversas etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva , mediante la

clausura definitiva de cada una de ellas, impidiéndose el regreso a momentos procesales ya extinguidos y consumados , esto es, en virtud del principio

de la preclusión, extinguida o consumada la oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá ejecutarse nuevamente. Además, doctrinariamente, la

preclusión se define generalmente como la pérdida, extinción o consumación de una facultad procesal, que resulta normalmente, de tres situaciones: a ) de no

haber observado el orden u oportunidad dada por la ley para la realización de un acto ; b) de haber cumplido una actividad incompatible con el ejercicio de

otra; y c) de haber ejercitado ya una vez, válidamente, esa facultad (consumación propiamente dicha). Estas tres posibilidades significan que la mencionada

institución no es, en verdad, única y distinta, sino más bien una circunstancia atinente a la misma estructura del juicio. ” (Tesis sustentada por la Primera Sala.

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo: XV, Abril de 1992. Tesis: 1a./J. 21/2002).
4
 Artículo 80.-  Las sentencias deben dictarse dentro del plazo de quince días contados a partir  de la citación para sentencia.  Sólo cuando el expediente

excediere de doscientas cincuenta fojas, por cada cincuenta de exceso o fracción, se aumentara un día al término señalado sin que pueda exceder de ocho

días para dicho efecto. 

Artículo 296.- Los documentos deberán ser presentados al ofrecerse la prueba documental. Después de este período, no podrán admitirse sino los que dentro

del término hubieren sido pedidos con anterioridad y no fueren remitidos al juzgado sino hasta después; y los documentos justificativos de hechos ocurridos con

posterioridad, o de los anteriores cuya existencia ignore el que los presente, aseverándolo así bajo protesta de decir verdad.
5
 “CITACIÓN PARA SENTENCIA. DE ACUERDO CON EL ARTÍCULO 1407 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, ES EL ACTO PROCESAL POR EL QUE EL

ÓRGANO JURISDICCIONAL,  DA AVISO A LAS PARTES EN CONFLICTO QUE SU INTERVENCIÓN EN EL JUICIO HA TERMINADO Y QUE SÓLO

DEBERÁN ESPERAR LA DECISIÓN DEFINITIVA QUE DICTE EL JUEZ DEL CONOCIMIENTO. De una recta interpretación del artículo 1407 del Código de

Comercio, se desprende que la citación para sentencia, es el acto procesal  de orden público por medio del cual, el órgano jurisdiccional hace saber a las

partes, que llegó a su fin la intervención de ellas en la etapa de conocimiento del juicio y sólo habrá que esperar a que el juzgador resuelva el problema jurídico

planteado ante su potestad; sin embargo, si aún existen pruebas pendientes por resolver, la oferente estará en posibilidad de llamar la atención del a quo sobre

el desahogo de las mismas; pero si es omisa, se le tendrá por consentido el referido evento de  citación y  perdido su derecho a pedir que se subsanen

deficiencias  cometidas  con  anterioridad.  SEXTO  TRIBUNAL  COLEGIADO  EN  MATERIA CIVIL  DEL  PRIMER  CIRCUITO.  Registro  digital: 190983,

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia(s): Civil, Tesis: I.6o.C. J/22, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.,

Tomo XII, Octubre de 2000, página 1102, Tipo: Jurisprudencia.”
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Entonces  por  lógica  jurídica,  una  vez  cerrada  la  instrucción  las  partes  únicamente  se
encuentran en espera de oír la sentencia, ya que cada una de las etapas procesales  se
consuma una tras otra, ó secuencialmente, estableciendo así un límite a la posibilidad de
discusión, por lo que no puede revertirse el desarrollo del proceso, considerar lo contrario,
sería tanto como fomentar inseguridad jurídica; cuando el legislador contempló el principio
del debido proceso previsto en el párrafo segundo del artículo 14 Constitucional6, el cual
establece  expresamente  la  obligación  de  los  tribunales  de  cumplir  las  formalidades
esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho,
que tiene por objeto garantizar precisamente la seguridad jurídica a los gobernados.
Por consiguiente, no es admisible que con la citación de sentencia se adicionen cuestiones
relacionadas con documentos que estén relacionadas con la litis, ya que si no se hicieron
valer en la etapa respectiva opera de pleno derecho la preclusión, por lo que el juez no
está  obligado  a  considerar  esos  planteamientos  novedosos  en  esa  etapa  de  citación  a
sentencia, puesto que se le priva al demandado de su derecho a conocer la prueba desde la
contestación de demanda.  Caso particular,  en el  que no puede aplicarse el  principio  de
mayor beneficio invocado por la parte actora, en el registro digital número 2023741, de rubro:
“DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO  DE MAYOR BENEFICIO) en  la
circunstancia que lo plantea; puesto que se vulneraría el principio de equidad procesal, ya
que se trata de garantizar condiciones justas, eliminando ventajas indebidas para alguna de
las  partes;  pues  la  excepción  que  consigna  el  dispositivo  296  del  código  procesal,  no
autoriza la aportación de documentos que contengan situaciones vinculadas al actor o a sus
documentos base de la acción anteriores a la instauración del juicio, de permitirlo, se daría
oportunidad  para  que  quienes  los  aporten  inicien  el  juicio  sin  exhibir  los  documentos
indispensables para demostrar su acción, y con solicitar posteriormente la expedición de
esos instrumentos justificarían su legitimación en el ejercicio de su acción, en contravención
a lo dispuesto por el artículo 91 del propio ordenamiento procesal invocado, que obligan a
acompañar a la demanda los documentos en que el demandante funde su acción y si no los
tuviere a su disposición, designar el archivo o lugar en que se encuentren los originales para
que, a su costa, se mande expedir copia de ellos, en la forma que prevenga la ley, antes de
admitirse  la  demanda,  lo  que  lleva  a  entender  que  el  actor  tiene  a  su  disposición  los
documentos siempre que legalmente pueda pedir copia autorizada de los originales. 

En tal virtud, la aplicación del principio de preclusión de un derecho procesal, no contraviene
el principio de justicia pronta, expedita e imparcial previsto en el artículo 17 Constitucional,
debido  a  que  la  preclusión es  una  sanción que  da  seguridad  e  irreversibilidad al
desarrollo del proceso, consiste en la pérdida, extinción o consumación de una facultad
procesal, en tanto que las distintas etapas del procedimiento adquieren firmeza y da sustento
a las fases subsecuentes, lo cual no sólo permite que el juicio se desarrolle ordenadamente,
sino  que  establece  un  límite  a  la  posibilidad  de  discusión,  lo  cual  coadyuva  a  que  la
controversia se solucione en el menor tiempo posible. 

Bajo esta regla procesal, resulta evidente que la parte actora ha perdido su derecho para
ofrecer las supuestas pruebas supervenientes, debido a que él mismo en su argumento
refiere que se trata de un documento fundatorio de su acción, el cual estaba obligado a
presentar con la demanda inicial, como lo establece el artículo 91 del Código procesal de la
materia7, por lo que el citado documento no tiene la calidad de prueba superveniente, ya
que él tenía conocimiento de la documental desde la presentación de la demanda. Máxime
que no consiga  hechos ocurridos con  posterioridad,  o  de los  anteriores  cuya existencia
ignore el actor.

En consecuencia, resulta inaplicable el artículo 271 del Código procesal de la materia que
refiere  el  recurrente,  debido  a  que  lo  planteado por  la  parte  actora  no  se  trata  de  una
excepción  superveniente,  sino  de  una  omisión  por  parte  de  su  defensa  que  pretende
subsanar  en  el  juicio.  Más  aun  que  el  hecho  aducido  no  constituye  propiamente  una
excepción, sino que se trata de defensas vinculadas con la procedencia o improcedencia de
la acción principal,  esto es,  con el fondo del asunto,  pues para resolverlas es necesario
examinar los argumentos y valorar las pruebas desahogadas en el expediente en relación
con sus respectivas pretensiones. Consecuentemente, será después de ese análisis cuando
el juez pueda pronunciarse sobre éstas.

Finalmente, de las tesis invocadas por la parte recurrente tampoco son aplicables al caso,
toda vez que como se dijo en líneas anteriores, opera la preclusión del derecho procesal,
inclusive la tesis con número de registro 365080, de rubro: “CITACIÓN PARA SENTENCIA”,
no es de aplicación obligatoria conforme al artículo 217 de la Ley de Amparo. Tampoco es
aplicable la tesis 186880 de rubro: “PRUEBA DOCUMENTAL SUPERVENIENTE. ALCANCE

6
 Artículo 14.- (…)  “Nadie podrá ser privado de su libertad o de sus propiedades, posiciones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y con forme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho”
7
 Artículo 91.- También deberá acompañarse a toda demanda o contestación, el documento o documentos en que la parte interesada funde su derecho.

Si no los tuviere a su disposición designará el archivo o lugar en que se encuentren los originales.  Se entenderá que el actor tiene a su disposición los

documentos y deberá acompañarlos precisamente a la demanda siempre que existan los originales en un protocolo o archivo público del que puede pedir y

obtener copias autorizadas de ellos.
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DEL ARTÍCULO 99 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO
FEDERAL”8, que alude el inconforme de las pruebas supervenientes, debido a que como se
dijo el documento exhibido no tiene las características de una prueba superveniente, sino del
documento fundatorio de su acción, además de operar en el caso concreto el principio de
preclusión.  

Tienen aplicación al presente asunto la Jurisprudencia y tesis de textos y rubros siguientes:

“PRECLUSIÓN.  SUPUESTOS  EN  LOS  QUE  OPERA.  La  mencionada  institución
jurídica procesal, consistente en la pérdida, extinción o consumación de una facultad
procesal, contribuye a que el proceso en general, para cumplir sus fines, se tramite
con la mayor celeridad posible, pues por virtud de la preclusión, las distintas etapas
del procedimiento adquieren firmeza, dando sustento a las fases subsecuentes, de
modo  que  el  juicio  se  desarrolle  ordenadamente  y  se  establezca  un  límite  a  la
posibilidad de discusión, en aras de que la controversia planteada se solucione en el
menor tiempo posible, observando el principio de impartición de justicia pronta previsto
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Ahora bien,  la preclusión tiene lugar  cuando: a)  No se haya observado el  orden u
oportunidad establecido en la ley, para la realización del acto respectivo; b) Se haya
realizado una actividad procesal incompatible con el ejercicio de otra; y, c) La
facultad relativa se haya ejercido válidamente en una ocasión. Si bien el último de los
supuestos  referidos  corresponde  a  la  consumación  propiamente  dicha,
indefectiblemente en todos ellos la preclusión conlleva la clausura definitiva de cada
una de  las  etapas  del  proceso,  lo  que  implica  que,  por  regla  general,  una  vez
extinguida la oportunidad de ejercer el derecho correspondiente o habiéndolo ejercido
en una ocasión,  ya no puede hacerse valer en un momento posterior.  En ese
sentido, la figura procesal referida permite que las resoluciones judiciales susceptibles
de  ser  revocadas,  modificadas  o  nulificadas  a  través  de  los  recursos  y  medios
ordinarios  de  defensa  que  establezca  la  ley  procesal  atinente,  adquieran  firmeza
cuando se emita la decisión que resuelva el medio impugnativo o, en su caso, cuando
transcurra el plazo legal sin que el recurso o medio de defensa relativo se haya hecho
valer.  Registro  digital: 168293,  Instancia: Segunda  Sala  Novena  Época,
Materia(s): Común,  Tesis: 2a.  CXLVIII/2008,  Fuente: Semanario  Judicial  de  la
Federación  y  su  Gaceta.,  Tomo  XXVIII,  Diciembre  de  2008,  página  301,
Tipo: Aislada.”

PRECLUSIÓN DE  UN  DERECHO  PROCESAL.  NO  CONTRAVIENE
EL PRINCIPIO DE JUSTICIA PRONTA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA
CONSTITUCIÓN  POLÍTICA  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  MEXICANOS.
La preclusión es una sanción que da seguridad e irreversibilidad al desarrollo
del proceso, pues consiste en la pérdida, extinción o consumación de una facultad
procesal, y por la cual las distintas etapas del procedimiento adquieren firmeza y se da
sustento a las fases subsecuentes, lo cual no sólo permite que el juicio se desarrolle
ordenadamente,  sino que establece un límite a la posibilidad de discusión,  lo cual
coadyuva a que la controversia se solucione en el menor tiempo posible; de ahí que
dicha institución no contraviene el principio de justicia pronta que prevé el artículo 17
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se traduce en la
obligación  de  las  autoridades  encargadas  de  su  impartición,  de  resolver  las
controversias ante ellas planteadas,  dentro de los términos y plazos que al  efecto
establezcan las leyes. Registro digital: 2004055,  Instancia: Primera Sala,  Décima
Época,  Materia(s): Constitucional,  Común,  Tesis: 1a.  CCV/2013  (10a.),
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta., Libro XXII, Julio de 2013,
Tomo 1, página 565, Tipo: Aislada. 

PRUEBA SUPERVENIENTE. CARECE DE ESA CALIDAD EL DOCUMENTO QUE
EXHIBE EL ACTOR DESPUÉS DE PRESENTADA LA DEMANDA SI CONSIGNA
HECHOS ANTERIORES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TABASCO). El artículo
206  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  para  el  Estado  de  Tabasco,  en  lo
conducente,  dispone  que  después  de  presentada  la  demanda  al  actor  no  se  le
admitirá  ningún  documento,  salvo  los  que  fueren  de  fecha  posterior  a  dicha
presentación, pero esta expresión no debe interpretarse de manera literal,  sino en

8
 PRUEBA  DOCUMENTAL  SUPERVENIENTE.  ALCANCE  DEL  ARTÍCULO 99  DEL CÓDIGO DE  PROCEDIMIENTOS  CIVILES  PARA  EL DISTRITO

FEDERAL.  Aunque de acuerdo con el texto del artículo 99 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se halla excluida la recepción de

documentos después de concluido el desahogo de pruebas, la interpretación jurídica del precepto lleva a concluir que esa regla no tiene aplicación cuando se

trata de pruebas que deban calificarse de supervenientes, pues aparte de que es evidente que esta calidad impidió su exhibición oportuna, y a lo imposible

nadie está obligado, debe tomarse en cuenta que el proceso y las normas que lo regulan no son un fin en sí mismo considerado, sino el instrumento creado

para la composición del conflicto en su aspecto sustancial y, por tanto, para la realización misma del derecho, de tal suerte que tales normas, particularmente la

de  que  se  trata,  que  responde  sin  duda  al  propósito  de  acelerar  el  procedimiento,  no  pueden  constituir  una  barrera  formal  infranqueable  que  venga

paradójicamente  a  impedir  el  cumplimiento  de los  fines  que  en  último  análisis  se  persiguen  a  través  del  proceso  y,  en consecuencia,  la  recepción  de

documentos supervenientes,  que tienda notoriamente a la asunción de mayores elementos  para la solución del  conflicto con apego a derecho, no puede

considerarse ilegal. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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relación con hechos acontecidos después de instaurada la demanda y que así
se  consigne  en  el  documento  aportado  en  juicio,  no  por  la  fecha  de  su
expedición; por ello, la excepción que consigna el dispositivo legal en comento, no
autoriza la aportación de documentos que contengan situaciones vinculadas al actor o
a sus documentos base de la acción anteriores a la instauración del juicio, pero su
fecha de emisión sea posterior ya que, de permitirlo,  se daría oportunidad para que
quienes los aporten inicien el juicio sin exhibir los documentos indispensables para
demostrar su acción, y con solicitar posteriormente la expedición de esos instrumentos
justificarían  su  legitimación  en  el  ejercicio  de  su  acción,  en  contravención  a  lo
dispuesto  por  el  artículo    205   del  propio  ordenamiento  procesal  invocado,  cuyas  
fracciones  II  y  III  obligan  acompañar  a  la  demanda  los  documentos  en  que  el
demandante funde su acción y si no los tuviere a su disposición, designar el archivo o
lugar en que se encuentren los originales para que, a su costa, se mande expedir
copia de ellos, en la forma que prevenga la ley, antes de admitirse la demanda, lo que
lleva a  entender  que  el  actor  tiene  a su disposición  los documentos  siempre que
legalmente pueda pedir copia autorizada de los originales. TRIBUNAL COLEGIADO
EN MATERIAS CIVIL  Y  DE TRABAJO DEL DÉCIMO CIRCUITO.  Amparo  directo
1300/2009. Esperanza López Vázquez. 30 de abril  de 2010. Unanimidad de votos.
Ponente:  Roberto  Alejandro  Navarro  Suárez.  Secretaria:  Karina  del  Carmen  León
Hernández. Tesis: X.C.T.44 C, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII,  Agosto de 2010, Novena Época, Pag.
2330, Registro 163974, 1 de1, Tesis Aislada (Civil).”

En  mérito  de  lo  anterior,  al  resultar  infundados  los  agravios expuestos,  este  Tribunal
estima apegado a derecho CONFIRMAR en todos sus términos la determinación recurrida.

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R E S U E L V E:

PRIMERO.-  Se  CONFIRMA  la  determinación  de  fecha  *********  **  *******  ***  ***  ***  ***
***********.
SEGUNDO.- Remítase copia autorizada de esta resolución al juzgado de origen, para los
efectos  precisados  en  el  último  considerando  de  esta  sentencia;  y  en  su  oportunidad
archívese el toca como asunto concluido.
TERCERO.- NOTIFÍQUESE POR LISTA ELECTRÓNICA Y CÚMPLASE.- Así lo resolvió y
firma el MAESTRO FABIAN AZAEL GAMBOA SONG, Magistrado Titular de la Quinta Sala
del Tribunal Superior de Justicia del Estado, ante el Secretario de Acuerdos de la Sala,
Licenciado SERGIO MOISES AC BACELIS, quien autoriza y da fe.- DOY FE.- 

Todos  los  textos  eliminados  en  esta  versión  pública  corresponden  a
información confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles
(nombres de las partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y
datos  de  localización  de  los  inmuebles  entre  otros).  En  términos  de  lo
previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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